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FISCALIDAD AMBIENTAL 

( :on la terminología de «tiscalidad .un­
hiemal•· ><: luce rdert'Hci.! al conJunto dt· 
mediJ.1s tiscales que persiguen u~a fi¡uJi­

Jad ambiental. Esta> medi<.hs pueden comis­
tir tanto en el est.1blecimiento de tributm 
que tienen por finalidad proteger d mc­
dioambiente (tinalidad no financierJ o extr.t­
tiscal). como en la utilizaoÓ!l de tC:·cnicas de,-­
gr.watori.ls divers;¡s en los tributos ordinarios. 

De acuerdo con Lt Comisión Europe.1. en 
>U lnt()nne sobre «Impuestos y gr av.í.menes 
;unbienules en el mercad<' único·· de 1 9')7 
[CO!I.-1 (<J7) finJl!. «se comidera que una 

exacción tiene car.ícter medioambiental si 
su base imponible produce manifiestamenft' 
efectm positivos en el medw ambiente. No 
obstante, St' podría considerar medioambien­
tal toda exacnón que provocara en el medio 
amb1ente efectos que. aunque menos eviden­
tes. fu~:sen mdudablemente poslti\·os. Por lo 
general. corresponde a los Est.tdos miembro-; 
demostr,lr las consecuencias medioambienta­
les que estimen puede provoc;¡r la exacción 
Impuesta,,. 

De~de distintm ámbitos. se ha comiderado 
que !J verdadera ret(mna tiscal ecológlC,t no 
consiste en la proliferación de tribut:>~ am­
bientales '>ino en la inn-oducciún del intnés 
ecológico en el sl'itenu fiscal (HI-IZIZI R:\ Mn 
11:--JA). Otras voces propu¡.,'lun teóric;ul!ente 
una revolución t]scal conceptualinente mucho 
más amplia de manera que se permitiera gra­
var, no las fuentes de riqueza (trabajo. capi­
tal.._.) smo la-. de f'Obrez·¡ 11at·1'on -' (-- • .u contanu-
nanón) (E. U. \<l0: W!II.'>NKI-.R el al.). 

Los tnbutos y los gastm tl~cales constitu­
yen tan sólo uno de los instrumento' econó­
miCO> de las nolínc s . b 1 . . r ,¡ ,m¡ lenta es (NOI!OI"/II( 

lll.'tnm¡o¡t_; ill cnviromllcmal poliry) ' que tratan 

t Vl·.l~l' }.¡ \11/ "ln<;,tflllllt"IHo' púhlll·u, plrl lt :r 

t!Ún .unhll'IH.tf. l:,tLli..'h.'rt/JCIÓll ).!.l"IIL'f.¡},._ ' ' ' f!;C"· 

de suplir las det.iciencias del mercado. de 
modo que los agentes económicos y lm co11_ 

sunudores perciban el coste real de la; acnn­

dades contaminantes. Muchos países h.m 111 .. 

troduudo ya lo que se califica de ••Retin111J, 
Ftsoles Vndes•·. ,umque se~m se cons1Jn,· 
que se tr.tta de una conducta muy daúos,1 .d 
medio .tmbiente o admisible en t~rmmos Jc 

tnlermn.l. Lh política' deciden lJ ¡JoneldJd 
de b med1da v la conveniencia de unhz.u 
ténucts 'anc 1onadoras. fisc,¡les. o econÚllll"<' 
La realidad demuestra que el peso de Jo, tn­
butos ecológicos recae sobre las tasJ.\. hltil 

por pre,tac!Úll de >crvicios amlneutaJe, \l'lll 

l'J<:mplo. recog1da de basuras). bten por el u,o 

de h1enes ambientales. EstJs últnuas ta\.1' ,r 

conoc~·u con el notnbrt• de <<tasas por tol.·­
rancia" y mediante su imposinún se mtnJO­

rizan lo, cmte> que en otro caso reraer;Jlt 
sobre la souedad. Pueden tambiéu t'Jiulil­

trarse contribuciones espenales por tolcr Jll­
ciJ destmadas a financiar mstalanone' que 

prevengan dailos ecológicos. cononJa, como 

"( ontnbuciones especiales nep;atinv. 

La protecnón tiscJ.l al medio amlnente ll" 
es tan moderna o novedo'>a como pud1er,t 
parecer. Parte de las teorías del econotm,­
ta inglés p¡r_;\ ll' (J11c l:ift>llútiii(S ,>( l!i-if,H<. 

London. 1 <J20) v en particular. d~ :;u ¡,ro­
puesta de neutralizJ.r, mediante impuesto,. lo' 
costes <•externos» de la producción y el L(

1!l­

>umo privado'>. Sus tesis no se incluyeron <'11 

!Js políticas econónuc1s púbhcas h.1;ta l.t di·· 
cada de los aiios setenta, en que la \ )C{)E 

asumió el pnncipio <•quien contamina pa~J" 
( véanse Lls Recomendaciones de 25 de nuw 
de 1 <J72. 14 de noviembre de 1 Y7 4 e lntllr­
me de 1 H de abril de 1988), la por entone e> 

Comumdad Económica Europe<~ aprobó su 

pnmer programa de acción en materia am­

biental (DO C 112/1, de 197 3) y la.< prune­
ras tasas ecológica\ fueron introducidas en ,l!­

versos países. 

Esta posibilidad de que la políuca eco­

nómica utilice el tributo con finalidad 1
10 

financiera, está reconocida por la Ley Grne-



r.1l Tnbuuri:t (art. ~- 1 ). y e> constitucional­
mente ,tdnusible potenciar por esta vía de­
trrmut.JJ.¡, acnndade> tanto con el estable­
dll!!t'IHO de un nuevo tributo como con 
tc'dlll.l'-inn·nrivo (exenciones, dt•ducciones, 
bnnlli<JL"tones u otra suerte de reb<~,¡as en las 

f'lt''tJnoneo; tributanas). Así. lo ha reconoo­

d<' trner.td.unente d Trtbunal Constitucion.u 
:entrt· otw. en SSTC 37/19!:17, 186/1<19.'. y 
22! l'J'!2). 

D:'.]JUIH.('J(l"-; lll ( (J\II'l.!TNCII\\ 

l..t .tpuesta por el instrumento tributano o 
!Í<,al ,un tinahdad ambiental ha sido com­
i'-trttdJ pllf loo; mulares de la potestad tribu­
Llfl.! \. h.t constituido el núdeo de importan­
:" rd;_nmas legisbtivas en todos los países v 

J,. rdorm.t> armomzJdoras en el ámbito de 
1.: < :,_,mumd.ld Europea. No obstante, el pa­

rt• JLllll.l Je la diStribución de competenoas 
·.·. 'omphcJdo h.1b1da cu~:nta de la ya de por 
,¡ ,·,nnplt:_p dtstnbución de ,:ompetencia~ ti-;­

,,~b' ru.l<'Jgicas entre Comunidad Europea. 
bt"J''- Comurudades Autónomas y Ennda­
,k, lo,,Jts. 

Lt, tJl1\tltuc1ones t:otnunitaria~ pueden 
adopctr med1das de protecnón al med1o ,ml­
Dirnte put's expre>amente d1sponen de com­
pctt'nc·ias e'pecificas. de~dc la reforma opera­
J.I ,¡] l ratado de Roma ( 1 95B) por el Acta 
L'mca Europe.1 ( 1986), que habilita para la 
Jdopc!Ón de decisiones que -actualmente 
,. trutn dt· ultenores ret(>rmas a los Trata­
dt" --- requieren mayoría cualiticada y pro­

' l'llumrnto de codecis1Ón entre Consejo v 
l'.ul..mcnto. Sin embargo, las disposicion;s 
Jlllhimt,lles de carácter fiscal deben adoptar­
se por unanimidad en el seno del Consejo 
:,:trt. 175.2, primer guión, del texto consoli­
uado del Tratado de N1za). 

El Derecho comunitario limita también 
b competenuas de los Estados en estas ma-
ten ts al p ¡ ·t · 1 di · . 

1 
' • • ·ro u )Ir que a> spos1c1ones que se 

.tl,opren sobre ftscahdad constituyan exaccio­

nes de efecto equivalente a un derecho de 

FISCALIDAD AMBIENTAL 

aduana, tributos internm discriminatorios o 
protectores, ayudas de Estado incompauhles 
,·on el mercado común. restricciones cuanti­
tatlVJS al comercio o medidas de etecto eqm­
val~:ntts. 

En el orden mterno, d Trihun~u Constitu­
Cional ha exigido un doble título compc­
tencial (tnbutano v medio-ambiental¡ par,l 
Jctu,n en tributación ambiental. Pero, pro .. 
yectándme el medio ambiente de modo 
«tramversal» o «poliédrico» (STC: 1 02/19')5) 

sobre multitud de matenas. el problema de 
determinar la competencia para actuar se 
acentúa y obliga a precisar para cada uno de 
los casm . .1 qlllén corresponde la competen­
cia matenal eo;pecítica par<~ establecer el tn­
huto ambiental:'. 

Respecto ,1 la poreo;tad tributaria. t'\to es, la 

que se t:Jerce par.1 establecer y regular los tn­
hutm, ex.ige tener atribuida competencia le­
g¡slauva, pues sólo pueden crearse nuevos tn­
hutm o modlt]car sus elementos esennales 
mednnte ley (art. 133 C:E). La distmción en­
tre potestad tnbutariJ originaria y derivada a 
qut' alude la Constitución Española (t'll ade­
lante, CE), la una referida al Estado «la po­
testad originana para establecer los tributos 
corresponde al Estado mediante ley» (apar­
tado 1." del art. 133 CE). la otra a los demás 
entes terntoriales, no debe interpretarse hte­
ralmente, en d sentido de que súlo el Esta­
do tiene reconocida constitucionalmente po­
testad tributaría, pues t.lmbién reconoce la 
Constitución la potestad de la, Comunidades 
Autónomas y las Entidades locales de esta­
blecer y exigir tributos, aunque «de acuerdo 
con la Constitución y las kyes» (apartado 2. 0 

del art. 133 CE). 
Por el contrario, la tradicional distinción 

entre poder originario y deriYado ha de 
ser en nuestros días necesariamente matizada. 
Sin duda, puede entenderse respecto a las 

:! V l·~t:-.c lJ \'Ol ,,J )i,tnhuci~·)Jl dl' t'Olnpt:tt..'lll-i.l"- .ml­

hicnt.lh:s entre el E:-.tado, t1~ ( :unnHJh.i.H.k'\ Autúnonu-; 

y }.¡,¡;¡ ( :orporJcionc~ lol"ak~·'-
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Corporaciones locales que su poder es deri­
vado, pues carecen de potestad legislativa. De 
esta manera, las leyes de acuerdo con las cua­
les las Corporaciones locales podrán esta­
blecer y exigir tributos, han de ser no sólo 
habilitadoras para el ejercicio de la potes­
tad tributaria por las mismas, sino también 
ordenadoras de los tributos locales (STC 
19/1987). Pero no ocurre así con las Comu­
nidades Autónomas pues la potestad tributa­
ria es tan originaria en el caso del Esta­
do-Administración Central como en el caso 
de las Comunidades Autónomas. La única 
diferencia se encuentra en los límites al ejer­
cicio de tal potestad: mientras que en el pri­
mer caso el único límne se encuentra en la 
Constitución, las Comunidades Autónomas 
deben atenerse además a los límites impues­
tos por las leyes estatales. 

Y así, como consecuencia de los límites 
constituCionales, no pueden la~ Comunida­
des Autónomas adoptar medidas tributarias 
que supongan obstáculo para la libre circu­
lación de mercancías o servicios (art. 157.2 

CE). aunque sólo se reputarán inconstitu­
cionales aquella~ medidas tendencialmente 
dirigidas a erigirse en obstáculo a dicha li­
bertad (STC: 37/1981). Tampoco pueden 
adoptar medidas tributari.ls sobre bienes si­
tuados fuera de su territorio (art. 157.2 CE) 
ni pueden existir Haciendas autonómicas 
basadas en el privilegio económico o social 
(art. 138.2 CE), lo que no impide la posibi­
lidad de una imposición autonómica dife­
renciada cuando no implique un tratamien­
to arbitrario o discriminatorio ante situa­
ciones similares. 

Quizás el límite más importante en el es­
tablecimiento de tributos propios sea el ar­
tículo (¡ de la Ley Orgánica de Financia­
ción de las Comunidades Autónomas (LO 
8/ 1980) especialmente lo dispuesto en sus 
apartados 2. 0 y 3.0

: «2. Los tributos que esta­
blezcan las Comunidades Autónomas no po­
drán recaer sobre hechos imponibles ya gra­
vados por el Estado. 3. Las Comunidades 

676 

Autónomas podrán establecer y gestionar tn­
butos sobre las materias que las legislación de 
régimen local reserve a las Corporacione\ 
locales, en los supuestos en que dicha le-­
gislación lo prevea y en los términos que la 
misma contemple. En todo caso, deberán es­
tablecerse las medidas de compensación o 

coordinación adecuadas a favor de aquellas 
Corporaciones Locales no se vean mermadm 
ni reduCidos tampoco en ms posibilidades de 
crecimiento futuro•. 

La potestad normativa de las ComUllllh­
des Autónomas en materia de medio :un­
biente viene marcada por las pautas de 1m ar­
tículm 14R.I.14.3 y 149. 1.23." CE, siendo 
competencia exclusiva del Estado la legisla­
ción básica sobre el medio ambiente de nu­
nera que queda a las Comunidades Autóno­
mas la legislación sobre materias no básicas. b 
gestión en matena de protecciÓn de medw 
ambiente y la adopción de normas adKiona­
les de protección '. 

Las Entidades locales tienen aún más rcl­
tricciones a su poder de decisión en esta mJ­
teria. por cuanto deben sujetarse a la Consti­
tución, a las normas estatales (en particubr. a 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locab) 
y a las dictadas por la Comunidad Autónonu 
en la que integren su demarcación terrítori:~l. 
Las Corporaciones locales tienen competen­
nas ambientales concurrentes con las de J.¡; 

Comunidades Autónomas y una maniiesta­
ción concreta es el otorgamiento de licencias 
para realizar actividades clasificadas, caso que 
requiere intorme vinculante de la Comuru­

dad Autónoma. 
El uso de instrumentos económicos para 

financiar la protecciÓn ambiental es aún 
muy limitado en España, como se recoge en 
el Informe de la OCDE sobre «Análisis de 
los resultados medioambientales. España» 

(1997). 

' Véd~t la vo1 (·Di~tribución dl· cornpc.~tcnrta~ .un­
bicnt.tlt·s entre el Estado. las ( :omunidadcs !\utónmn·•~ 
y !Js Corporaciones locales•. 
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Aunque la~ políticas tiscales ambientales 
han \Ido. en general, políticas nacionales, los 
problemas y las decisiones sobre las medidas 
m.b eficaces exceden de las tronteras na­

ctonales. 

En la década de los ochenta. la OCDE y la 
Comunidad Europea sugirieron la introduc­
uon Je mcentivos económicos como alter­
n.ltl\'3 a la regulación administrativa y uno 
J,· lo\ más persuasivos y eficientes resultó ser 
el de 1m <•permisos de contaminación•. La 
()(])E distingue las siguientes modalidades 

Jc mmumentos económicos (1 998): cánon e; 
sohre emisiones (emmissio11 charxes), cánones 
de utilización (11scr cha~ecs). cánones sobre 

productos lprodrw cha~l/1'5). fianzas (p~ármallfC 
¡,,md.'i, pagos por responsabilidad civil y sulr­

wnciones en sentido amplio. que abarca tan­
to los prhtamos a baJO interés como los gas­
tm fiscales. Por su parte, las mstituciones co­
mumtarias. aunque siguen un planteamiento 
lllllllar al de la OCDE, utilizan las expresio­
nes taxe.< y cha~l/t'.< en sentido distinto. Para la 
OC:DE. ,-Jra~!?t:S son gravámenes exigidos me­
dlJ!lte contraprestación, es decir. tasas con 
arreglo J la terminología de la Ley General 
Tnbutana [art. 2.2.a)]: mientras que la Co­
misiÓn Europea define la expresión taxrs and 

dw~~cs (cuya traducción oficial es «impuestos 
Y gravámenes•) como «todo pago obligatorio 
Y sm contraprestación» (Comurucación de la 
Comisión Impuestos y graFámetze_; ambimtales 
e~¡ el mercado Ú1úco, DO C, 224, pp. 7 y ss.). 
bt;¡ asimetría es buena muestra de las di­
tt:rcnCias conceptuales y dogmáticas en el 

Dt-recho comparado a propósito del tribu­
to (ineXJsteme en algunos ordenamientos) y 
de sus diferentes categorías (impuestos. tasas, 
contribuciones especiales). 

La mayor parte de los tributos ecológi­
co, presentes en los catálogos internacionales 
son tributos sobre la energía. Ello obedece 
a la idea de que la producción y el consumo 
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de energía, produce un deterioro ambiental, 
aunque no todos los impuestos a la energía 
constituyen impuestos ecológicos. 

Pese a este interés compartido por incenti­
var los instrumentos económicos y fiscales, es 
en la década de los noventa cuando se gene­
raliza lo que se conoce como «modelo ex­
tensivo» de Reforma Fiscal. El primer ele­
mento distintivo de este modelo reformista 
es una alteración en la jerarquía de los prin­
cipios impositivos en beneficio de la eficien­
cia. la equidad horizontal y la sencillez. Esta 
alteración explica las soluciones técnicas del 
modelo: reducción de los sistemas tradicio­
nales de incentivos y cambio en el t<1x mix a 
favor de h imposición indirecta. todo ello a 

partir de una restricción financiera bastante 
estricta. 

El ol:ietivo de reducir los tipos impositivos 
más elevados y la idea del «dividendo múl­
tiple» (má..'a.mos beneficiOs o rentabilidades 
para las medidas adoptadas) se concretaron 
en el modelo de reforma fiscal denominado 
«Reforma Fiscal Verde», que puede conside­
rarse la fase ulterior del modelo extensivo 
dominante. defendido por la Comisión Eu­
ropea para la última década del siglo XX. en 
su Informe sobre Crecimiento y Empleo de 
1993. El argumento de mayor peso sobre la 
conveniencia de este modelo es de naturaleza 
ambiental: la contaminación genera una ine­
ficiencia económica que la Reforma Fiscal 
Verde trata de eliminar, dando lugar al pri­
mer dividendo positivo, sea cual sea lo que 
luego ocurra, que dependerá del ~{al<> illterac­
ciátz que produzcan los nuevos impuestos am­
bientales sobre la estructura de precios relati­
vos de los factore~ y del ~{reto redclajc que se 
genere al modificar otros impuestos y aplicar 
el incremento de la recaudación. 

Casi todos los países de la OCDE han in­
corporado la tributación ambiental a sus sis­
temas tiscales. aunque no siempre de la mano 
de una estrategia reformista global. En los 
países que han optado por estrategias genera­
les de Reforma Fiscal Verde (Alemania, Di-
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namarca, Finlandia, Gran Bretaña. Holanda. 
Noruega o Suecia), se han creado diversas 
Creen Tax Conrnrisiom, para hacer revisiones 
ex ante y ex post mbre la incidencia de los im­
puestos ambientales, se han reducido los tipos 
de la imposición sobre la renta, las cotizacio­
nes sociales de los empleadores, extendidas 
en ocasione; a la; cuotas obreras y ltmitada.\ 
en otras a determinados segmentos del mer­
cado de trabajo, y se ha compensado la re­
caudación con la mcorporación de nuevos 
impuestos ambientales, centrando el esquema 
reformista en un imp11csto gnzéri(O )' potetzte de 
hase cncrxéti(a, al que apoyan diferentes im­
puestos específicos sobre residuos, fertilizan­
tes. pesticidas, etc. 

La complejidad del modelo de reforma 
descrito es considerable. Afecta a una situa­
ción preexistente e innde sobre la mayor 
parte de los agentes económicos de una ma­
nera directa e intensa, sobre todo en los po­
tenciales efectos negativos >obre la distribu­
ción de rentas y la competitividad empresa­
rial. Las propuestas viables en un buen diseño 
de la imposición ambiental, centrada en la 
energética tienen, además, en cuenta dos ti­
pos de restricciones: las impuestas por el mar­
co institucional en particular desde el proce­
so armonizador comunitario en el ámbito de 
la Unión Europea y las que se derivan del di­
seño tributario preexistente. De ahí que la 
opción preferente se halle en la introducción 
de la imposición energética pasando por una 
readaptación de las actuales accisa.~ y su ex­
tensión progresiva a todos los carburantes, 
modulándolas según sus respectivas caracte­
rísticas ambientales. No obstante, cada op­
ción de diseño tributario ambiental tiene sus 
costes y sus ventajas. 

En la actualidad, las exigencias con<.:retas 
del desarrollo sostenible se imponen ta.mbién 
a las medidas fiscales 4

• El Qtunto Programa 
de Acción (1993-2000), Hacia u11 desarrollo 

sostenible, establece una gama de instrumento' 
como estrategia de intervención ambiental.\. 
destaca de forma especial el empleo de los 
instrumentos económicos con el fin de fijar 
los precios de los bienes ambientales y dr 
incentivar comportamientos acordes con el 
medio ambiente. La energía, como elemento 

fundamental en el desarrollo económico \' 
sooal en los países, es el sector que mayore< 
posibilidades de aplicación de instrumento., 
económicos y tributarios ofrece. En el Con­
se_¡o de Ministros de Helsinki celebrado en 
1999, se aprobó el desarrollo de una estrate­
gia global tendente a integrar, en la polítiCa 
energética europea, el medio ambiente \' d 
desarrollo sostenible, en la que se incluven 
accwnes e instrumentos económicos. Entre 
los ámbitos considerados pnoritarit>s ~e con­
templa el desarrollo del mercado mtenor de 
la energía, el tomento de las energías renova­
bles, la mejora de la eficiencia y el ahorro 
energéticos, y la internalización de los coste< 
externos y de los beneficios ambientales. 

EXIste, en este conte>.."to, un amplio con­
senso político y económico sobre que el re­
curso al tributo debe convertirse en una un­
portante herranuenta para afrontar la cm1< 
ambiental. Aparte del refrendo normam·n <'ll 

el orden interno v del refrendo teórico desde 

el modelo pigou~iano de internalizacíón de 
externalidades negativas, la Unión Europ''·1 

y la OCDE han impul~ado el instrumentP 
tributario para actuar en política ambiental 
aunque advirtiendo las pautas que los Estado' 
deben seguir para asegurar el respeto al De­
recho comunitario desde la perspectiva del 
ingreso y del destino del gasto. 

En cuanto a la Comunidad Europea. su< 
márgenes de actuación en materia de fi<cah­
dad son limitados. La adopción de medida< 
fiscales es una de las, cada vez menos. deo­
siones para cuya adopción se exige la una­
nimidad de los Estados. Aun así, el prop!O 
Tratado exige que se adopten medidas de ar­
monización de la fiscalidad indirecta (impues­
tos sobre volumen de negocios, impuestos ;o· 



he' con,ulllO\ específicos y otros itupuestos 
!!lchrecto-.¡. aen la medida en que dicha armo­
Jl!Z.tC:JÚn se.l necesaria para garantizar el esta­
hlelll!lL~nto y el timcionamiento dd mercado 
~n1enor· ¡art. ':13). El moti\·o está claro, pue' 
J.do que esta fiscilidad mdirecta t.lene un 
~!cct" uunediato sobre el precio de los bienes 
, •.:rncLo,,lJ disparidad de regímenes tributa­
no; procluce distorsiones graves de precios in­
c<Hnpatibles con el mercado interior único. 
l'or el contrario. en materia de in1puestos 
chrc·._·¡o,, ._,,encialmente el Impuesto sobre la 
rcntJ de !J, personas fisicas y el imput•sto so­
l·rc lL11 beneticim de las 'ociedades,lo~ Estados 
hm pn:,ervado mucho m.ís su aut,monúa. 
pu(' 'e [Lende a considerar que estm tributos 
'"11 pme de la política social de <.ada paí> tan­
lo Wilh) de la política tributana. 

L .1 (~E ha apo'>tado por ello por establt·cer 
un mJn.:o común para la tributación de los 
¡•wJucto' energéticos, y de modo reciente se 
hJ lu¡::rado d pnmer, aunque todavía tímido, 
.l\'.IJKC en esta materia. al establecerse un 
nwco comunitario, vigente en todo el Espa­
ciO honónuco Europeo, para Ll aplicación 
cir una' ta>JS mínimas de impuestos indirec­
to> ·' lo, productos energéticos y al consumo 
ck eiectnCidad. mediante la aprobación de la 
l )¡rn !LY,t 2003/%/CE del C:ome_1o, de 27 de 
u,·ruhre dt· 2003, por la que se reestructura el 
rq;unen comunitario de imposición de los 
produnm energéticos y de la electricidad. 

L.1 DLrectJva. cuya propuesta se presentó 
en 1 'J')] y que ha sido el resultado de un ar­
~uo L"onsemo (debido sobre todo a la gran 
cll\pmdad de situaciones entre los países eu­
rupros pur lo que a la producción y el con­
'lllllo se refiere). se justifica en sus Consi­
Jerandos por la necesidad de establecer una 
mnumzación núnima en Ll inlposición de 
b electncidad y los productos energéticos, 
dado qu~ .J:c · · ' «unas uuerenc1as Importantes en 
lo, niveles nacionales de imposición a la 
energia aplicadm por los Estados miembros 
podría Lr en detrimento del tuncionanúento 
adecuado del mercado interior», pero tam-
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bién como mstrumento necesario para «la 
consecución de los objetivos de otras políti­
cas comunitarias», entre las que se destaca el 
medio ambiente. 

Se afirma así expresamente que «de con­
fornudad ron el artículo 6 del Tratado, las 
exigencias en materia de protección del me­
dio ambiente deben integrarse en la defini­
ción y aplicación de las demás políticas de la 
Comunidad>•, y que «como parte en la Con­
vención marco de las Naciones Unidas sobre 
el cambio climático, la Comunidad ha ratifi­
cado el Protocolo de K.ioto. LA imposiáó11 de 
los prodrwus ene~¡;étiws y, wando proceda, de la 
clcrtriridad corwiw yc uno de los i1zstrrmrcnto; de 
que se dispone para alwn.::ar lus ol')ctilluS del l'ro­
t<>(o/o dr 1\:iMo•> (considerandos b y 7). 

En la Directiva se especifican cuáles son 
los productos energéticos incluidos en su 
ámbito de aplicación (fundamentalmente: 
carburantes de automoción, gas licuado de 
petróleo y gas natural. carbón y electricidad) . 
y se fija un nivel mímmo de imposición so­
bre los mismos. Los Estados miembros no 
podrán aplicar un nivel de imposición inte­
rior al establecido por la Directiva salvo en 
los casos e:11:presa.mente previstos por la mis­
Ola, pue< como se reconoce en sus con'iide­
randos, •<pueden revelarse necesarias determi­
nadas exenciones o reducciones del nivel de 
imposición. en particular debido a la falta de 
una mayor armonización a escala comunit:l­
ria, debido a los riesgos de pérdida de com­
petitividad internacional o por motivos so­
ciales o medioambientales». 

La Direct1va tendrá, ciertamente, muy li­
mitada repercusión en los precios de la ener­
gía utilizada en la Unión Europea, y. por 
consiguiente, en una elevación de los tipos 
impositivos para interiorizar los costes me­
dioambientales y la diferenCiación de trato 
en tunción del tipo de energía desde el pun­
to de vista medioambiental, pero tampoco 
puede ignorarse que constituye un primer 
paso nada desdeñable hacia una imposición 
armonizada sobre las fuentes energéticas de 
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combustión y la electncidad, pues hasta aho­
ra había resultado imposible lograr ningún 
avance en este sentido. Podemos destacar así 
el fracaso de la propuesta de Directiva para la 
introducción de un impuesto único en toda 
la Comunidad Europea sobre las emisiones 
de dióxido de carbono y sobre el consumo 
de energía (impuesto sobre el co~; energía, 
también conocido como «ecotasa•), por la 
negativa de algunos Estados miembros -en­
tre ellos España- a introducir cargas fiscales 
que temían que les ocasionasen desventajas 
competitivas. 

Hay que señalar, además, que al tomento 
del ahorro energético y de la reducción de 
las emisiones de co~ de las fuentes energéti­
cas de combustión que supone la necesidad 
de respetar unos tipos impositivos núnimos. 
se une la posibilidad de imprimir un mayor 
carácter ambiental a los tributos objeto de la 
nueva Directiva en cuanto en su tramitación 
se introdujo la propuesta danesa de permitir 
que los Estados miembros puedan excep­
tuar, por motivos ambientales, entre otros, las 
energías renovables, los biocarburantes y los 
productos energéticos y la electricidad utili­
zados para el transporte terrov1ario o para el 

transporte público de viajeros. Los Estados 
podrán asimismo aplicar reducciones imposi­
tivas a las industrias por el consumo de los 
productos energéticos y para la electricidad 
«cuando se celebren acuerdos con empresas o 
asociaciones de empresas, o se apliquen regí­
menes de permisos negociables o medidas 
equivalentes, siempre que conduzcan a alcan­
zar objetivos de protección medioambiental 
o a mejorar la eficiencia energética». 

Como posible futura medida fiscal comu­
nitaria, que actuaría en este caso sobre una de 
las fuentes de «contanúnanón difusa• más 
importantes como es el transporte automovi­
lístico, hay que señalar la prevista en la re­
ciente Propuesta (provisional) de Directiva 
del Consejo sobre los Impuestos relativos a 
los vehículos particulares [COM (2005) 261], 
justificada tanto por la necesidad de unificar 
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los sistemas fiscales para mejorar el ti.mc10_ 

narniento del mercado interior como por la 
articulación de una estrategia comunitaria 
dirigida a reducir las emisiones de C02 dt 
los vehículos particulares, de forma tal que 
ola utilización óptima de estas medidas tl!.ca­
les, combinada con los compromisos asumi­
dos por la industria automovilística ( ... ) y con 
la sensibilización de los consumidores, resulte 
determinante para la realizació_n del obJetivo 
que se ha fijado la Comunidad. que es de re­
ducir las emisiones de CO, a 120 g/km tb­
de ahora hasta el 201 O como más tarde.· 
(E>.:posición de Motivos de la Propuesu). 

La Propuesta no pretende introducir nur­
vos impuesto~ sobre los vehículos paruculare' 
sino reestructurar tales impuestos cuando son 
aplicados por los Estados miembros, de r.1l 
forma que los impuestos de matriculam1n 
existente en 16 países de la UE, España enm 
ellos, y que introduce divergencias impomn­
tes entre los Estados (de acuerdo con la Pro­
puesta el importe de estos gravámenes se q­

túa en una horquilla que oscila en los casm 
e:x"tremos entre el O por 100 y el 180 por 1 0(1 
del prec1o del coche libre de impuestos). ,,. 
reestructuren a fin de vincularlos total o pJr­
cialmente y de manera uniforme a un pará­
metro ligJdo a la contatninación de CO: qut 
origina cada automóvil. 

4. FISCALIDAD AMBIENTAL ESTATAl 

Es dificil hacer un listado de los impuesto' 
estatales que tienen la consideración de am­
bientales, pues ni siquiera hay consenso sobre 
lo que es un impuesto ambiental. En la m~­
yor parte de los casos, la normativa los calih­

ca como cánones, y es preciso analizar cada 
uno de ellos para afirmar su naturaleza Y cah­
ficación tributaria. En cierto modo, los un­
puestos especiales sobre el tabaco, alcohol e 
hidrocarburos pueden considerarse tamblell 
impuestos ecológicos pues colaboran a la 
disminución de contaminantes, no obstante 
su innegable finalidad recaudatoria. E..xisten 
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otros supuestos de normas estatales que con­
figuran gravámenes que sí pueden calificarse 
de ecológicos, como son el antiguo canon de 
vertidos de la Ley de Aguas (Ley 25/1998), el 
canon de vertidos de la Ley de Costas (Ley 
22/1998). el canon de ocupación del domi­
mo público previsto en la Ley de Costas (Ley 
22i 1988) o el de la Ley de Puertos (Ley 
48/2003) o Ley reguladora del régimen eco­
nómico y de prestación de servicios de puer­
tos de interés general. 

Otras veces. la normativa ambiental secto­
rial, al recoger los instrumentos económicos 
y liKales, concreta una regulación exigiendo 
prestaciones de dudosa naturaleza. Tal es el 
caso de la regulación estatal sobre residuos y 
envases, que crean prestaciones coactivas de 
dudosa naturaleza jurídica, como las cantida­
des que aportan los agentes económicos para 
financiar los sistema.~ integrados de gestión o 
las cantidades individualizadas que los con­
sumidores pagan a la entrega de un produc­
to envasado sin punto verde, que sirven de 
~íemplo para constatar la dificultad de dog­
matizar sobre lo que es o no es tributo eco­
lógico (ver las voces «Envases y residuos de 
envases• y •Residuos urbanos"). 

En el sistema fiscal estatal, el ejemplo pro­
totípico de la existencia de incentivo vincu­
lado a la protección al medio ambiente es la 
dt·duaión por inversiones realizadas en bienes 
del activo material destinadas a la protección 
del medio ambiente, que reconoce el artícu­
lo 39 del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades (Real Decreto 
legislativo 412004), y desarrolla el Regla­
mento del Impuesto (arts. 33 a 38). Los con­
tnbuyentes por el impuesto de IRPF que 
eJerzan actividades económicas les serán de 
aplicación los incentivos y es~ulos a la in-
ve ., · 

rs10n en Instalaciones destinadas a la pro-
tección del medio ambiente, siempre que no 
determinen di . l , d su ren nuento por e meto o 
de estimación objetiva (módulos) (art. 69 del 
Texto R fu did de la e n o Ley del Impuesto so-
bre la renta de las personas físicas, Real De-
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creto Legislativo 3/2004). También la Ley 
38/1992, reguladora de los Impuestos Espe­
ciales, recoge en el Impuesto sobre Determi­
nados Medios de Transporte un incentivo 
consistente en el establecimiento de los be­
neficios (art. 70 bis) del Programa PREVER 
(consiste en una reducción en el precio final 
de un velúculo nuevo que se adquiera dando 
de baja a otro de determinada antigüedad), y 

en el Impuesto sobre la Electricidad, se esta­
blecen exenciones específicas para las instala­
ciones en régimen especial que se destme al 
consumo de los titulares de dichas instala­
ciones (art. 64 quinquies). En el ámbito de la 
imposición sobre hidrocarburos también se 
contempla una exención limitada a determi­
nados productos biocarburantes (art. 51). 

5. fiSCALIDAD AMBIENTAL AUTOI'<ÓMICA 

IMPUESTOS AMBIENTALES E INCENTIVOS 

AMD!Ef\ITAI.ES EN IMPUESTOS CEDIDOS 

Como ya hemos visto, en el diseño de la 
Ley Orgánica de Financiación de las Comu­
nidades Autónomas, las Comunidades Autó­
nomas sólo pueden crear tributos sobre he­
chos imponibles no gravados por el Estado. La 
ausencia de baldíos tributarios han sido causa 
de la dificultad para las Comunidades Autó­
nomas de adoptar tributos propios y en cierta 
medida algunas de ellas han visto en los im­
puestos ambientales una buena solución. La 
implantación de impuestos propios comenzó 
en 1981 con el canon de saneamiento en Ca­
taluña, al que siguió el impuesto andaluz sobre 
tierras infrautilizadas y el impuesto catalán so­
bre el juego del bingo. En el panorama actual 
los tributos propios recaen mayoritariamente 
sobre el juego. las grandes extensiones de tie­
rra improductiva y el medio ambiente. 

En medio ambiente, los principales hechos 
imponibles seleccionados por las Comunida­
des Autónomas están relacionados con el 
conswno o vertido de agua, las emisiones a la 
atmósfera y las instalaciones contaminantes. 
Aunque los recargos autonómicos podrían 
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..:onstitmr una vía tdónea si se impw.ieran 

con iinalidad desincenriv.1dora, esta posibili­
dad no ha sido muv tenida en cuenta tras la 
reforma del sistema de finJnCIJCIÓn con el 

r~gimen de tributos cedidos. 

I.a diversidad de impuestos ambientales 

autonómicos hace muy dificil sistematizar el 

listado de supuestos vigente~. En general. se 
trata de tasas (que se autodenom..inan cáno­
nes) muy diversas por la prestación de servi­
cios ambtentales (adicionales al canon de sa­
neamiento de aguas que existe. además, por 

ejemplo en Asturia~. Baleares. Cataluña. Ca­
licia, La Rioja, Navarra, Valencia) y por el 

uso del domimo público autonómico, como 
ocurre con determinados montes públicos 
en Andalucía y Valencia, de impuestos a los 
residuos (Ley 6/2003, de 20 de nurzo. de 

Madrid) y vertidos al mar (Ley 1/1995. de 8 

de marzo, de Murcia). impuestos a las emisio­
nes atmosfencas (Ley 12/1995, de 2Y de di­
ciembre, de Galicia, y Ley 11 1lJ9S, de 8 de 

marzo. de Murcia), a las instalaciones que in­
ciden en el medio ambiente Oa Ley 11/2000, 
de 26 de diciembre. de Castilla-La Mancha, o 
Ley 711997, de 29 de mayo. de Extremadura) 
o a las actividades turísticas (b célebre <•eco­
tasa» de Baleares regulada en la Ley de 10 de 
abril de 2001 del impuesto sobre estancias en 

empresas turísticas de alojamiento destinado 
a la dotación de f{mdos para la me_1ora de la 
actividad turística y la preservación del me­
dio ambiente. que entró en vigor en mayo de 
2002 pero que fue derogado en 2003 al cam­
biar el signo político del Parlamento balear). 

La STC 289/2000, de 3 de noviembre, de­
claró la inconstitucionalidad de la Lev del 
Parlamento de las Islas Baleares 12/ t99t . de 
20 de diciembre. del Impuesto sobre Instala­
ciones que Inciden en el Medio Ambiente. 
Aunque en teoría, y según se pretendía jus­
tificar en la Exposición de Motivos de la 

Ley. se trataba de un impuesto dirigido a gra­
var determinadas instalaciones por su efecto 
contaminante y se establecía con la finalidad 
de hacer efectivo el principio •quien conta-

nuna paga», lo cierto es que el hecho un­

ponible del tributo estaba constituido por 

la titularidad de elementos patrimomab de­

dicadm a determinadas actividades (ener~í.1 

eléctrica, carburantes y comunicacione' tele-­
fónicas o telemáticas). con independenci,1 dé 
su mavor o menor carga contaminantl". ,. q¡ 

ba'e imponible se calculaba en reJ.hdad por el 
volumen de operaciones realizadas por Ll' 
empresas dedicadas a dicha~ actividades. 

El TC n1rroboró esta nub finalidad t'<'<'­

lógica del impuesto. atirmando que <da contl­

guración de la base imponible a partir úmca­

mente del volumen de ingresos brutos de ex­

plotación pone de relieve que el IBIAMA n<> 
grava realmente la actividad contaminante. \'.1 

que la capacidad de contaminar no deperhle 

de la cuantía de los ingresos brutos. smo dr 

otros factores, como, por ejemplo, de b1 iu­

versiones realizadas para evitar preci,amentc 
la afectación del medio ambiente». y prol'l'­
diendo en consecuencia a declarar la incom­
titucionalidad de la Ley que lo inslitu\'Ó. por 

considerar que se trataba en realidad de un 

«impuesto sobre el patrimonio inmobiliario·· 
que incidía en la misma materia impomblr 
que la del Impuesto Municipal ~obre Htene< 
Inmuebles en contra de la prohibición estJ· 

blecida en la Ley Orgánica de Financiación 

de las Comunidades Autónomas. 

La tributación ambiental ecológica de la< 

Comunidades Autónomas puede sin emlw­
go, cuando responde a critenos genuinJ.mcn­
te ambientales, servir de ejemplo y ,¡nc;ne 

para la introducción de estos instrumentos de 

incentivo económico en ámbitos donde h 
actuación estatal se muestra injustificadamen­

te ausente. 

Al margen de los tributos ecológicos pro­
pios. el hecho de que gran parte de lo' 
tributos estatales se encuentren cedidos a ~,¡, 
Comunidades Autónomas supone que é~­
tas cuentan con competencias normativas en 
elementos esenciales de tales tributm. Pue· 
den introducir deducciones e incentivos pro­

pios, aunque el margen de actuación e5 redu-



, 1do. :\ 'í, t'Il el lmpue~to sobre la Renta de 
Lh PrNl!laS Físic.ls se permite la regulación 
,k "J~duccwnes por circumtancias persona­
k' y t:unilian:s. por inversiones no empresa­
n.J,•, y por aplicación de renta. siempre que 
ncl ,upon~an. dtrecta o indirectainente, una 
ullu<··r.ll"ión del ~ravamen efectivo de alguna 
,. llguna\ categoría' de renta» [art. 38.1.h) 
l e1· 21/ 2Uii 1]. Ejercitando esta competo:>nóa. 
L1 Comtuud,td Autónoma de Valencia ha e~­
cJHcndo un;¡ deducción por donaciones con 
!Ínc·, e,·olú~icm (Ley 1311 ')')7. de 23 de di­

<lt'!llhrel. 

Ln el amhito local. lo~ recurso' financieros 
ruJtclllnAlt>s han sido las tasas. En ellas, d 
!'flll<.ipw de capacidad económica sólo opera 
ctllllO Jímite externo al principiO Je equiva­
!nH·l,\ <1 provocación de costt~s. por lo que. 
,bdr el punto Jo:> nsta de técnic.l jurídica, 
,·,.llhlltuwn d in~trumento 1nás prenso para 
tllt<.'t:rar el mto:>ré~ ambiental en la estructura 
del tnbuto. 

l.t lt>¡.(hlación vigente (Texto Refundido 
,k Lt Ley Reguladora de las Haciendas Loca­
b .. tprohado por RDLeg. 2/2004), no con­
tempL! nnpuestos locales de carácter amhien­
t.d. pero permite que los Ayuntamientos es­
tabiczcJn una bonificación de tal carácter 
'h;1>t:t el 7S por lOO) en la cuota del Impue~­
to 'obre Circulación de Vehículos. Así. se 
pernntt' que los Ayuntamientos precisen las 
,·annerísticas ambientales de los combusti­
bb u de lo~ motores de los velúculos, en ra­
z(,n ,t la incidencia en el medio ambiente 
:m. I.JS.6J. También se ha potenciado el uso 
,Je energías renovables al permitirse que los 
t\nunamientos, por medio de ordenanzas fis­
<.tb. regulen una bonificación en el impues­
to "'bre bienes inmuebles de hasta el 50 por 
l r 111 de la . t . d 1 . d 

L uo a mtegra e un puesto cuan o 
t:t lm bienes se hayan instalado sistemas para 
et aprovechamiento térmico o eléctrico de la 
energía proveniente del sol (art. 74.5). 
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Podrían. sin embargo, las Corporaciones lo­
cales. introducir elementos incenuvadoro:>s en 
sus tasas por recogida de basuras, por ejemplo 
discriminando en función del volumen pro­
ducido, pues el carácter invariable que re'v"iste. 
salvo contadas excepciones. el importe de las 
tasas hace quo:> no eJerzan un decto de incen­

tivo sobre la actividad de los oudadanos. 
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